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ASUNTO 

 

Procede el Despacho a decidir el incidente de desacato iniciado por la 

señora LAURENTINA MORALES ORTEGA, en contra de la Unidad para la 

Atención y Reparación a las Víctimas - RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ 

ANDRADE y ENRIQUE ARDILA FRANCO - dentro de la acción de tutela de 

la referencia. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Mediante fallo calendado el 23 de junio de 2021 este Estrado negó la tutela 

al derecho de petición presentada por la señora Laurentina Morales Ortega. 

Sin embargo, en sentencia del 8 de julio de esa misma anualidad, el Tribunal 

Superior de Bogotá, en su Sala Civil revocó el fallo y, en su lugar, concedió 

el amparo deprecado, en los siguientes términos: 

 

 



 
 
 
 
 

En memorial remitido el 23 de julio de 2021 al correo electrónico del 

Despacho, la accionante solicitó iniciar incidente de desacato, denunciando 

el incumplimiento de la orden constitucional por parte de la entidad 

encartada.  

 

Previos requerimientos, en auto del 8 de septiembre de 2021, se abrió el 

incidente de desacato en contra de RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ 

ANDRADE y ENRIQUE ARDILA FRANCO, en sus calidades de Director 

General y Director Técnico de Reparaciones de la Unidad para la Atención 

y Reparación Integral a las Víctimas. 

 

Posteriormente, en auto del 28 de septiembre de 2021, se abrió a pruebas 

el incidente de desacato. 

 

En auto del 2 de noviembre se requirió a la parte actora para que indicara 

su conocimiento de la respuesta fechada el 30 de agosto de 2021 por parte 

de la UARIV, a lo que respondió de forma negativa el 1 de diciembre de esa 

misma anualidad. 

 

No obstante, en providencia del 30 de noviembre de 2021, al no haberse 

dado cumplimiento a la notificación de los anteriores autos, se requirió a la 

secretaría para que procediera de conformidad y pusiera en conocimiento 

de los interesados. Además, se requirió a la UARIV para que informara las 

resultas de la orden de tutela y adosara las pruebas de que la respuesta fue 

puesta en conocimiento del accionante, teniendo en cuenta que la 

respuesta anteriormente allegada no cumplía con los derroteros del fallo de 

tutela del superior. 

 

La UARIV en las oportunidades en que intervino, aportó respuesta dirigida 

a la accionante, fechada el 30 de agosto de 2021, con la siguiente 

información: 

 



 
 
 
 
 

 

 

 



 
 
 
 
 

Así mismo, adosó impresión de pantalla con constancia de entrega del 

mensaje de datos al correo electrónico denunciado por la accionante como 

de su propiedad. 

 

Aparte de lo anterior, no se aportó otra documental útil para la verificación 

del cumplimiento del fallo de tutela. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1. Problema jurídico 

 

Corresponde a esta Agencia Judicial, determinar de acuerdo con la síntesis 

de los antecedentes y el cúmulo probatorio, si hay lugar a imponer la 

sanción por desacato establecida en el artículo 52 del Decreto 2591 de 

1991, al (os) incidentado (s), o, por el contrario, se debe (n) absolver. 

 

2. Antecedentes legales y jurisprudenciales. 

 

Respecto de la ejecución de las órdenes contenidas en los fallos que 

conceden la tutela, el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, prevé: 

 

Artículo 27. Cumplimiento del fallo. “Proferido el fallo que concede la tutela, la 

autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora. 

 

Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá 

al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el 

correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta 

y ocho horas, ordenará abrir proceso contra el superior que no hubiere procedido 

conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas para el cabal 

cumplimiento del mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al 

superior hasta que cumplan su sentencia. 

 

“Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal del funcionario en su caso. 

 

“En todo caso, el Juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto 

y mantendrá  la competencia hasta que esté completamente establecido  el 

derecho o eliminadas las causas de la amenaza”. 

 



 
 
 
 
 

Igualmente, el artículo 52 del Decreto 2591, establece lo siguiente:  

 

"Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base 

en el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis 

meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este 

Decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio 

de las sanciones penales a que hubiere lugar. La sanción será impuesta por el 

mismo Juez mediante trámite incidental y será consultada al Superior Jerárquico 

quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción." 

 

Ahora bien, en punto a la valoración sobre el cumplimiento o no, de una 

sentencia tutelar, deben establecerse los siguientes presupuestos: a) que 

el obligado haya sido enterado del contenido del fallo, es decir, que conocía 

de la existencia de la orden judicial, de su sentido y de su perentoriedad; b) 

que tenía claras las consecuencias de la omisión en cumplirlo; c) que fue 

enterado de la posibilidad de dar inicio al incidente de desacato, de no 

cumplir el fallo dentro del término adicional de cuarenta y ocho horas que 

consagra el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, inciso segundo y; d) que 

pudiendo, no hizo todo lo exigible para que el fallo tuviese cumplido efecto. 

 

Al respecto resulta de interés remembrar que: 

 

“La sanción debe ser impuesta por el juez que dictó la orden de protección, previo 

adelantamiento de un trámite incidental en que debe, como mínimo (i) comunicar 

al incumplido de la iniciación del mismo, (ii) practicar las pruebas que se soliciten, 

así como las que considere conducentes para resolver sobre lo propuesto, (iii) 

notificar la decisión y, en caso de que haya lugar a ello, (iv)  remitir el expediente 

en consulta ante el superior” 1  

 

“Por ser el incidente de desacato un mecanismo de coerción cobijado por los 

principios del derecho sancionatorio, al juez le corresponde verificar, no solo el 

simple incumplimiento del fallo, sino que también debe indagar por elementos 

dirigidos a demostrar la responsabilidad subjetiva del incumplido, de suerte que en 

el proceso debe aparecer probada la negligencia de la persona que desconoció la 

medida de amparo dictada en protección de garantías de estirpe fundamental2”3. 

 
1 Corte Constitucional, Sentencia C – 367 de 2014, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo. 
2 Corte Constitucional, Sentencia T – 271 de 2015, M:P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.  
3 Tomado del proveído del 26 de abril de 2018, Sala Civil Especializada en Tierras del Tribunal 

Superior de este Distrito Judicial, M.P. doctor Jorge Eliécer Moya Vargas 



 
 
 
 
 

 

En cuanto a la responsabilidad subjetiva del incidentado en desacato, ya de 

antaño la Corte Constitucional ha enseñado la necesidad de que se 

configuren los presupuestos de la misma, siendo insuficiente el mero acto 

del incumplimiento objetivo: 

 

“Al ser el desacato una manifestación del poder disciplinario del juez, la 

responsabilidad de quien en él incurra es subjetiva, lo que indica que no puede 

presumirse la responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento sino que para 

que haya lugar a imponer la sanción se requiere comprobar la negligencia de la 

persona comprometida Lo anterior es independiente de la sanción penal que por 

esa conducta le pueda ser atribuible al responsable y del delito de fraude a 

resolución judicial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 53 del Decreto 2591 de 

1991. Ahora bien, en lo referente al trámite del incidente de desacato, es decir el 

contemplado en el artículo 52 del Decreto 2591, la Corte Constitucional ha 

señalado que el texto transcrito dispone, toda la estructura procesal de la actuación 

que debe surtirse para la declaración de que una persona ha incurrido en desacato 

y la imposición de la correspondiente sanción, al determinarse el medio que debe 

utilizarse, esto es, el trámite de un  incidente, el juez competente, y el mecanismo 

para revisar y controlar la decisión sancionatoria. Adicionalmente, la 

Corporación ha afirmado que hay lugar a la sanción por desacato, cuando lo 

ordenado por la autoridad no se ha ejecutado, o cuando ha sido ejecutado 

de manera incompleta, o en aquellos casos en los que al ejecutar, se ha 

cambiado o malentendido la decisión judicial. De tal forma, que “el incidente de 

desacato, se trata de una medida judicial, de carácter sancionatorio, que acontece 

a petición de parte y que se somete a la cuerda procesal de los incidentes, 

dispuesta en el C. de Procedimiento Civil. El desacato será declarado por el juez 

una vez escuchada y vencida la parte renuente, evento en el que se sancionará.”4 

(subrayado fuera del original). 

 

Caso concreto. 

 

En el presente caso, a juicio de este Estrado, resulta evidente que la entidad 

accionada y, en particular, los incidentados RAMON ALBERTO    

RODRIGUEZ  ANDRADE y  ENRIQUE ARDILA FRANCO, en sus calidades 

de Director General y Director Técnico de Reparaciones de la Unidad 

 
4 Sentencia T-399 de 2013. 



 
 
 
 
 

para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no han dado 

cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela de la referencia. 

 

Y es que, como se señaló en el acápite de antecedentes, la orden tutelar se 

circunscribió a dar respuesta a la petición de la accionante, pero consideró 

relevante el superior que se le proveyera de la siguiente información: 

 

 

Empero, en la respuesta que dio la UARIV y cuya copia aportó al 

expediente, no aparece acreditada la totalidad de la información requerida. 

Puntualmente, lo relativo a la posible fecha de pago de las personas que no 

están priorizadas, el puesto otorgado a la accionante al finalizar el 31 de 

diciembre de 2020, si aquella se encontraba en turno para la vigencia 

presupuestal de 2021 y la vigencia en que se materializaría su derecho. 

 

A pesar de los múltiples requerimientos a los incidentados y a la entidad 

accionada, nada se dijo sobre los puntos que se echan de menos, 

limitándose a reiterar la respuesta ya otorgada, a pesar de que en auto del 

30 de noviembre de 2021 se puso de presente tales omisiones. 

 

Lo anterior configura una omisión tanto del cumplimiento objetivo del fallo 

constitucional, como por parte de los incidentados subjetivamente 

considerados, al mantenerse silentes y a pesar de los requerimientos 

hechos por el Juzgado poniendo de presente dicha circunstancia. 

 

Por lo anterior, como el cumplimiento del fallo es parcial, al habérsele 

informado a la peticionaria de algunos puntos de su solicitud, acorde con lo 

dispuesto por el Tribunal Superior de esta ciudad, estima el Despacho que 

debe imponerse sanción por desacato en una multa de un (1) salario mínimo 



 
 
 
 
 

mensual legal vigente a cargo de RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ 

ANDRADE y ENRIQUE ARDILA FRANCO, en sus calidades de Director 

General y Director Técnico de Reparaciones de la Unidad para la Atención 

y Reparación Integral a las Víctimas y se prescindirá del arresto. 

 

DECISIÓN: 

En virtud de lo expuesto, el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Bogotá 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR que la UARIV - RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ 

ANDRADE y ENRIQUE ARDILA FRANCO -, incumplieron la orden de tutela 

impartida en el fallo calendado el 8 de julio de 2021, por el Tribunal Superior 

de Bogotá, en su Sala Civil, por las razones arriba expuestas. 

 

SEGUNDO:  SANCIONAR, en consecuencia, a RAMÓN ALBERTO 

RODRÍGUEZ ANDRADE y ENRIQUE ARDILA FRANCO, en sus calidades 

de Director General y Director Técnico de Reparaciones de la Unidad para 

la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a la MULTA de UN (1) 

SALARIO MÍNIMO MENSUAL LEGAL VIGENTE, cada uno.  

 

TERCERO:  Notifíquese esta decisión a las partes e incidentados por 

cualquier medio expedito que dé certeza de este acto, con la exhibición de 

los documentos del caso. 

 

CUARTO: Ordénase la remisión del expediente al Tribunal Superior de 

Bogotá – Sala Civil, para que se surta la consulta de que trata el artículo 52 

del Decreto 2591 de 1991, en el efecto DEVOLUTIVO. 

 

QUINTO: ACLARAR que lo anterior es sin perjuicio de que se continúe el 

trámite de cumplimiento de la orden de tutela. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

NANCY LILIANA FUENTES VELANDIA 

JUEZA 
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